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CORTE~SUPREMA DE JUSTICIA, ~' ,. 

"' PLE,NO " ,~,~' 
Panamá, doce (12) de abril de dos mil dos (2002).- 

~, 
VI’STOS: 

,:. 
La fuma ,de abogados LACAYO & ASOCIADOS, apodemda~ especial de 

” RICAURTE GRAJALES,, ha interpuesto acción de inconstitucionalidad c,ont&l artículo 
,, 

96 de la Ley No.59 de 29 de julio de ‘1996, “Por la cual se ‘reglamentan las ‘Entidades 

Aseguradoras, Administradoras de Empresas y Corredores o Ajustadores de Seguros; y la 

Profesi6n de Corredoro Productor de Seguros”, por considerar @%f$nge lasdisposiciones,, 

3 1 y 40 de la Carta Fundamental. 

1. LA BRETENSION CONSTITUCIONAL Y SU FUNDAMENiQ., 

~ La norma que se demanda como infractóra de la Constitución Política lo qonstituye 

el articulo 96 de la Ley 59 de 29 de julio’de~ 1996, el cuales del siguiente tenor hteral: ‘~ : 



~“ARTICULO 96; Ademas de la, fianza DDE que trata el : 
artículo anterior, los corredores de seguros deberán presentar 
cei+ados de educación~ continua, según lo estipule 

~: peri&licamente el Consejo Técnico en consulta cou los 
‘~ diferentes gremios.” 

Sostienes el ~recuriente que el artículo 96 de la Leyó 59 de $,996 @inge el principios 

de libertad profesional estatuido en el artículo 40de la Constitución~Na&ial, que preceptúa ‘, 

,&guiente: 
1’~ 

:YARTICULO 40; Toda persona es libre de ejercercualquier .y 
profesión u oficio sujeta 8, los reglamentos que establezca la 

~~ ley en lo relativo a idoneidad,. moralidad, previsión uy 
~~ seguridad sociales, colegiación, salud publica, sindicaci6n y ,:, -: :, 

: cotizaciones obligatorias: 
: No seestablecemimpuestoocontribuc~6nparael~ejerciciode I 

las- profesiones liberales y ~de~los oficios y lasartes.“’ 

len cuanto a este cargo, esgrime el demandante que “ la.e&gencia incita en el articulo ~~ : : 

96~de la Ley 59~ de 1996 oque “los corredores de seguros deberán presentar cei-tificados~ de 

educaci~ón continua,~ según lo estipule periódicamente el’ Consejo Tecnico”, pugna con: lo 

dispuesto en el~artículo 40 de la Constitución Nacional;~~ya que parece excesivo quese exija 

arlos Corredores ,de Segaros (quienes luego de habercumplido’con todos y cada uno dey los 1~ 

requisitos legales estabtecidos para obtener laidoneidad para el ejercicio de la Profesimr de 

Corredo~res de Seguros), para poderse mantener acfivos ene el ejercicio DDE ~su~ profes@$n, 

tengau que asistir continuamente a~seminarios~en forma obligatoria, por~elnúmero de horas ; 

y sobre 1,as materias que dicho Consejo Técnico de Seguros determine pei&iicamente, upara :j ~. 

así poder obtener los certificados de educación continua a que se~refiere esta norma, lo~cual ~~~ 
1, 

si bienes cierto se traduce en mayor capacitación y actualización de los profesionales de’ ,’ 1 

seguros, en laforma~~obligatoria en que se ha establecido nos parece que atenta con&& la 
: ADIÓ 

,libertad ~del ejercicio de su profesión reconocida en el artículo 40 ,de’ la Constitución : :: 

NacionaL En efecto; elmes así~porque~el incumplimiento de~la disposición conteni&cn~el 

~artículo 96 bajo censura, alo,, sanciona ta Ley No.59 ,de 1996(en el articulo 99)~ &:la ‘m 

~~ suspensión de la licencia de corredor de seguros por treinta a noventa días la primera vez; 
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‘de’ seis meses la segunda vez (caso de reincidencia); y de cancelacion de la licencia la 

tercera vez.” Agrega el accionante, que la educación continuaa’que se ven constreííidos los 

~ corredores de seguros constituye una exigencia que rebasa los pankatros de la idoneidad 

~exigible a cualquier profesional. y que dicha exigencia de la educación continua no se le 

exige a ningunaotra clase de profesionales cuya actualización es quizk mas necesaria desde 

el punto de vista soci?l, como es el caso de los medicos y abogados. 

Acto seguido, ,el accionante ,aduce como transgredido el,artículo 31 de la Carta 

~Fundamental, que regla Io siguiente: 

“ARTICULO 31: Sóio semn penados los hechos declarados 
punibles por Ley anterior a su perpetraci6n y exactamente 
aplicable al acto impugnado.” 

El concepto de la iufkción de este precepto lo hace consistir en que “ el articulo 96 

: dr la Ley 59 de 1996,, deja,al arbitrio de ciertos funCionarios (Consejo Tecnico de Seguros) 

: la determinación tanto de las, materias, como, del número de horas que deberán’ asistir 

obligatoriamente todos los profesionales de seguros qu,e operan en la República de Panamá, 

para obtener’los correspondientes certificados de educación continua, cuyo incumplimiento 

es penado por el artículo 99 de la referida excerta legal, con las penas ‘de suspensión y de 

&ncelacion de la licencia de corredor de seguros, con 10 cual se produce una especie de 

norma penal en blanco ,que contraria el principio constitucional de que “sólo serán penados 

los hechos declarados punibles por la ley anterior a su perpetración y exactamente aplicable 

al acto impugnado”, recogido en, el artículo 3 1 constitucional.” 

II. CONCEPTO DE,LA PROCURADURIA’ DE LA ADMINISTRACION. 

Una vez admitida la demanda, se, corr$ traslade a la Procuradora de la 

Administracion, con el objeto de que emitiera concepto, de conformidad con Ja disposición 

2554 del Código Judiciai., ~ ,,, 

En ese sentido; mediante Vista No. 590 de ‘3 1 de octuore, de 2000, la Procuradora, 

de la Administracion, arribó a la conclusión de que el artícuJo 96 de la,Ley 56 de 1996, viola 

el articulo 40 de la Carta Fundamental. 
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En esa misma línea de pensamiento, argumenta la @ora Procuradora que “ la Ley 

No.59 de 29 de julio de 1996, sellala una multiplicidad de requisitos a fin de obtener la 

Licencia de Corredor de Seguros; por lo que, la presentaci6n de certificados de educación 

continua, según lo estipule el Consejo Ttcnico de Seguros, constituye un requerimiento 

adicional para el ejercicio de la profesión de corredores de seguros, que rebasa el Texto 

Constitucional, ya que toda profesión que pretenda ejercerse en el territorio de la República 

de Panamá debe cumplir con la idoneidad, la cual de conformidad con lo que disponen los 

‘, artículos 90,91 y 95 lex cit., se obtiene len virtud del cumplimiento de los requisitos alh 

enunciados. En consecuenciaYe libre ejercicio de una profesión no se puede coartar porque 

el Corredor de Seguros no presente periódicamente los certificados de educación continua, 

tal comolo dispone el tiícu10 96... Empero no compartimos los señalamientos vertidos por 

el demandante, en cuanto a la supuesta transgresi6n del articulo 31 de la Constitución 

Política, toda vez~ que el articulo 96 con referencia al artículo 99 ibidem, establece una 

sanción de tipo administrativa que no trasciende a la esfera penal, por lo’que’no se produce 

la alegada violación al artículo 3 1 constitucional, el cual versa sobre el principio de legalidad 

penal.” 

Concluye la funcionaria , que se debe acceder a la declaratoria dt 

inconstitucionalidad del articulo 96 de la Ley 59 de 1996, por ser violatorio del artículo 40 

de la Constitución Política. 

111.; ‘. 

De’acuerdo con el tr8mite procesal, se abrió en términos de diez (10) dias hábiles 

para que el demandante y todas las personas interesadas en el caso presentaran argumentos 

por escrito sobre el caso. 

En ese sentido, dentro, del t&rrFno hábil para presentar alegatos, presentó escrito el 

licenciado Alberto Carlos V&.quez Reyes, en nombre y representación de Jorge A. Olier Z., 
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Presidente y Representante Legal~ del Colegio’ Nacional de ,Productores de Seguros 

~(CONALPR@?E), quien se oponea la declarkoria de&o&imciona~idad solicitada. En ese 

sentido, realiza una serie de’ consideraciones relativas ala importancia de la capacitacion o 
,~ 

‘, educaci/>n continua, resaltando el hecho de que “los grandes avances tecnologicos logrados~ 

por la humanidad en los últimos atíos y cuyo conocimiento se ha generalizado, y es accesible 
,, 

a todas las personas~ a !trav@de:las nuevas’ formas de, comunicación y’que :resulta de los 

avances de~la infonnátik’ban llevado a las diferentes ramas de la,ciencia a estadios que ,, 

obligan a sus profesionales, y a los estudiosos de éstas a mantenerse actualizados en el 

conocimiento, garantizando de esta forma a sus clientes; a los usuarios, a los consumidores 

y a los ciudadanos en general, servicios eficientes y competitivos, proporcionando la certeza : ~,, 

de que”los profesionales o personas que se dedican ‘a estos menesteres, ademas de haber 

obtenido una amplia ,y profunda preparacion en universidades; o kktimtos viven en 

permanente actualización yen continua preparación” (Cfr. foja 34). : ~’ ~~ ,‘~ 

En ese mismo orden de Ideas, sostiene que el artículo 96 no se puede ver de forma 

separada con respecto a las disposiciones 90; 9 1 y”95 ~de.la citada ley, porque ,signitkaría 

desconocer que la ley en su conjunto es bloque normativo ‘ktegral’neffando tambienque’el 

artículo 96 precitado; forma partedel~ conjunto de requisitos que la ley consagra para su ” 

otorgamiento. Afirma ademas; que, ektículo 40 de la Constitución Nacional establece la : 
,, 

fcrma como se regular&1 libre ejercicio de las profesiones, confiriendole a ia ley, la foka ~.~ 

y modo de regular su ejercicio, yen ese sentido, a sujuicio; la norrna,atacadapertenece a~un 

: cuerpo legal (ley)~ y no a otro tipa. de norma de inferior jerarquía 

En cuanto rila violacion de la disposición 3 1, el recurrente estima que esta tampoco 

se produce y se une al criterio vertido por la Procuradora de la Administración. 

~ : Una vez cumplidos,los tramites establecidos para el proceso que se ventila, el Pleno 

de laCorte entraa resolver lacausa constitucional~planteada. : ~, 

I+ DECISION DEL PLENO. . 

El accionante tacha de inconstitucional el artículo ,96’que es@blece que “~,Ader& 

,, 

,” 



de, la TitiZa de,que hita el ‘artk~lo anterior, los corredores de seguroa~ debe& 

pr!sentar ~c+Wifica~os de educación continua, se@ lo estipule periódicamente el 

Consejo Tk~ico en consulta con los diferentes gremios”, argumentando que “la 

educación~ co,nt@a a que se ven cons@idos los corredores de seguros constituye una 

.:,exigencia que r&asa los parámetros de la idoneidad que~se exige a cualquier profe$ional, 

puesto que a la luz de la,fioqa bajo c&sura la idoneidad reconocida a dichos profesional& 

nunca~seti defi+tiva‘de,s+ elIpunt6 de vista acad&miko,, ya qtie podrs pkrdersela misma por 

eI,profesioG&que no’cum#la la exigencia acad&nica de la educacibn continua til$igato& 

por el vsto~de su,Vida profesional” (Cfr. fojas 4 y 5). 

La dispo$ición 40 del Es@uto Fundamental, consagra el ~derecho al la libertad de 

profesi@,,inediante el cual se consagra el derecho cotinatukl de todzpersona de ejercer 1; 

profesión u oficio, sólo con restricciones atinentes a la idonei&, moralidad, previsibn y 

seguridad :sociales, colegiación, salud ,pública, sindicaci3n~ y cotizaciones obligatorias. 

‘~ Reconoce’la libertad para escoger la profesión que se desea ejercer, derecho a obtener el 

diploma 0 titulo, derecho a,lienar los requisitos legales pka su ejercicio y el derecho a 

ejercerla. 

“La libertad de trabajo, puede definirse como la facultad que tiene toda persona de 

escoger profesión’ u oficio y de asegurarse la subsistencia para si mismo y para su familia, 

mediante el ejercicio dë cualquier actividad productiva que I¡O sea ktratia a la ley, a la 

moralidad, a: la ’ salubridad o al orden público. Esta libertad ha sido reconocida 

~unitiersalmerke . . . . tampoco se’trata de una libe+tad absoluia. Por IO demás, el ejercicio de las 

llamadas profcsioties libtiralek , puede ser - y debe ser - objeto dereglamentaci&e,s legales, 

entre ellas la~de~exigencia~ de títulos de idoneidad; en todo caso, las auioridadcs ,deben 

‘siempre estar facultadas, para inspeccionar las profesiones u oficios e lo~,relativo a la 

moralidad, ~se@@ad y salubridad plblica” @JAlUNJO MES& VLADIMIRO. ,w 

Co~tituki&al ewtucione!, PolitLsay, Editorial Temis, Octavar Ediciófi, Santa Fe dey 
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La Ley 59 de 29 de julio de 1996, en sttartículo 90 establece los requisitos para 

~, optar por la licencia de corredor de seguros, entre los que~ se encuentran, ,,piksentar 

certificado expedido por la Superintendencia de Seguros que acreditaque ha aprobado los 

ex8mencs relativos a: - Conocimientos básicos de seguros en general y en la~~espekahdad 

a la que dekm det@rse~ - Conocimientos amplios delos contra& o polizas de seguros 

(Raino de vida) y ( Samos generales), a@mas sobre -: Disposicikres legales vigentes en el, 

raqo de seguros. Tambi6n debe presentarla gamntfa de que trata el artfculo 95,entre otros. 

: Por otro lado, la citada excerta legal en su artículo 96 establece que los corredores ~: 

de Mseguros deber& presentar certificados de :educacibn continua, según lo estipule 

per$dicamente el Consejo Tkckeo en consulta con los diferentes gremios, no obstante, su 

incumplimiento trae constgo sanciones: ‘dentro de la esfera administrativa, tal como ,Jo 

dispone ekutículo 99, entre las que se encuentran la suspensión ,‘de oficio, de la licencia, 

por $0 ,a 90 días, en caso de ;, $ucid,encia la suspensi6n serade 6 meses y si persiste se le 

cancelar& la licencia. ., - 

Dentro de este contexto,’ estima~esta Superioridad, que la, obbgaci6n ‘de presentar 

certificados de educacion contint& postenor al otorgamiento de la licencia que acredita al, 
,,, 

corredor de seguros como idóneo, desborda nuestro Estatuto Fundamental, atenta contra la 

libertad de ejercer la profesión, todavez que constituye una obligacion adicional a los 

: requisitos ya pedidos para la coucesión de la licencia de Corredor de Seguros (artículo 90), 

y ej problema fundamental, ‘radica en que de no ~cumplirse con lo ,establecido en dicha 

norma, trae consigo sanciones severas, a través de las cuales, inclusive; se puede cancelar ,, 

la licencia. Es decir, que:la idoneidad ya concedida, queda ,supeditada:a la presentación de 

certificados de educación continua, según lo estipule periódicamente el Consejo Tkcnico. 

En el caso de los corredores de seguros, la idoneidad se obtiene una vez se haya 

cumplido con los articulos 90; 91 y 95 de la Ley 59 de 1996, y para estos efectos, idóneo es 

. 
: .aquel que posee los conocimtentos necesarios para el buendesempetto de la profesion: 
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Dentro~de este contexto, sabemos de las bondades que ofrece la educación continua, : 

pues r&mda~ en~beneficio de todo profesional,~ sea abogado, médico, corredor de &&os, 

arq&ctO,~etc., ya que reviste ~gran importante estarhuaiitido dado ~10s ~conshies 1~ ~~ 

~,cambiõs~syia@,~ no ob@mt&kn el caso bajo estudio; ‘sS está condicionando~~,tia licencia ~, 

ya otorgada” un&-redo~ de seguros, que lo acredita como idóneo pa@ ejercerla profesión, ~~ 

ala futura aportación de CertifictidoS de educación cohtitiuai y, esto estima el pl,&o, va m8s ~’ 

allá dello qw la constitución perihite. ,~- 

Los profesionale &l dekcho, por ejemplo,~~wa~~vez obti*en’su ido@dad, esth ~, ~, 

&k@$s de la importancia de la educación continua y de la’capacit&ió< no hbs&nt&ho : 

. 
~‘~~ los o~llgan a pres@ar Certificados dey eductiión ~continua para mantenti vigentes su 

idoneidad, ci+~ es que e+t puede ser suspendi&; per0 por r&ohes distintas, que ti: ~, ,~~ \,~ :~ 

Muestre en su prcifesión; toda vez que cadas profesional ~+s lib- de estudiar y c$acitarsk dey ~,~ ” 

1~ @tia q~t%mej&le p&etia y a travb de la in&tuci& c&e a bientenga elegir. 

Este’ paran& nos pakk muy apropiado, toda ve? “que: el de+¡6 cambia y 
~, 

: ‘~ 

‘~’ ~&vo&ci6na,~al tiuno c& la sociedad; y es ihperioso que el~abogad6 se capaclte y se actualice 

@ara el descmpei@ de sus~labores, sea funcionario público~o litigante. :’ ~’ 

En ese~sentido,~tambi& los médicos se encuentran en &rctmstanciti~Similan% a los ,~ 

abogados, toda vez que su idoneidad como médico no depende de certificados de educ&&n 
~: 

~~ 

continua, y ;, nadie puede dudar que estos profesiofiaies~ : necesitan de un : constarhe 

mejoramient& Pues lá medicinan está sometida a descubrimientk y cambios Ide ,forma~ 
,.~ 

constante.. 

Compartitios la opinión de la Prkuradora de la Administracih eh el Ser$lo & que ~~ 

*‘ el libre, eje&&de una profesión no se puede coartar porque f$ Corredor de Seguros rio 
~~~~~ 

.~presente~ periódicamente los certificados de educach conhnua,~~tal, como 0 dispone el ‘- 
~~~~’ 

articulo 96,~~ den&dado como inconstitucional” (Cfi., foja 20): 

poro otro lado, en lo atinente a la tran<gresión~de Ja~disposición 31, de, la Carta 
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j Fundamental, esta Superioridad no Comparte el criterio expuesto por el recurrente, toda vez 

que el gículo’96, con referencia’al artíci~lo 99 de la Ley 59 de 1996, establece una sanci6n . 

de carkkr disciplinaria, que ho se encuentra tipificada como un hecho punible, raz6n por 

la cual, no se prodve la, alegada infracci6n al ordenamiento constitucional., 

El Poder Disciplinario $‘Se dice de la competencia del,superior jerárquiko o de 

” órganos representativos de los cuerpos,polítícos, judiciales, administrativos o profesionales, 

para aplicar sanciones apropiad@,’ extrañas al orden’penal, a aquellas personas que, 

colocadas bajo su autoridad o control, hti faltado a los deberes profe&onales o han adoptado 

una ~actitud capaz de comprometer el buen, nombre del cuerpo al que pefienecen”( 

Diccionario Manual Juridico Abeledo-Perrot, Segunda Edicibn, Buenos Aires, 1997, pág. 

589). 

“El Pleno considera que’ los términos en que está redactado el articulo 3 1 de nuestra 

Constituci6n Nacional, al consagrar la muy importante garantía de la legalidad en materia 

penal sustantiva, son ~1~s &l referirse únicamente a los actos “punibles” penalmente. No 

cabe, por tanto, extender su aphcaci6n a cas& y sanciones administrativas, como las que sOn 

- objeto del presente,recurso de inconstitucionalidad” (Sentencia del Pleno de 14 de octubre 

de 1997). 

En ese sentido, vemos pues, &l ha sido la postura del Pleno,de la Co+- Suprema, -’ 

frente a actos de esta naturaleza,,como lo constituye el cirgo bajo análisis. 

~ Frente a este escenarioj&ídico, tenemos que el articulo 96 en conc&dancia con el 

‘~ articulo 99, dispone que al incumplir, los Corredores de Seguros con el requisito de la 

presentación de ‘certificados de educación continua puede acarrear diversas clases de 

sanciones, y como la rn& grave~contempla ,ia cancelación de la licencia, en ese sentido, 

estima el, Pleno, que estas Sanciones se circunscriben únicamente’ al plano administrativo, 

pues no constituyen hechos’declarados corno punibles,~ razón por la cual, conceptúa esta 

. Superioridad; que no se configura la conculcaci6n del a&ulo 3 1 L ~, 

Como corolario ‘de ‘Io antes expresado, el PLENO de Ia ‘Corte Suprema, 



adpkistrahdo justicia y nombre, de la República y por au&& de kley, DECLA~RA :, 

~~~ QtiE ES INCONSTI ~~ 
+ 

CIONAL el articulo 96~de la Ley 59 de 29 de julio de 1996. 

/q ~. Notifiquese y Publíquese 

ARTURO HOYOS : ~~ 
~~~ ~~ 

,CESAFtPEREI@A 0úRGOS ~~ ~WINSTON SPADAFORA F. 

:~ EMEFIITOMILLER~R. ~~ ADiN ARiWiFO ARJONA L, 
(Con Sa!vqmento de Voto) 

~, ALSEFiTOCIGARRUISTA CORTE2 
GRACIELA J. DIXON C. 

~~ ROGELIO A.~ FABREGA 2.~ ~’ (COI¡ Salvamento de Voto) 
~~ 

JOSE MANUEL FAUNDES c 

CARLOS H. CUESTAS ~~ ~~~~ 
Secretario General 

,’ :SALVAM,ENTO DEVOTO ~’ 

F$tradaNo.741-00 
.3&?manda ~1~ dey, I,~constit~ciohalidad ,~interpuesta por ,Lacayo : &’ 

Asociado% contra el Artículo 96 de la Ley 59 Oe 29 de julio de 1~996, ~, 
,~ ,po? la cual se reglamentan las entidades ~~ ,Asegur$oras, .~ 
~Administradoras de Empresas y: Cotiedores~ o AjW@ores ,~de 
:SeguRros, yo la profesión de Corredor& o~Ajustadores de Seguros, y 1~ 
p?cfe$ión de Corredor o Productor de Segurtis.~ ~~~;: 

.~ 

~~ MAGISTRADO IbENTE: ,ilhtikO &O%-OS ~~ ~,~ ~, 

,:, S&V~iMENTO DE VOTO DDE LOS -MAGI%IRADOS 
1~~ ,n ~,~ ,&I)AN~~i$R~,tl~¿FO ARJONA L. Y GRACIELA 5: DIXON C. 

~~ ~Por:estaren desacher&.bn~hdecisi& de~&ayoci nos vemos 

precisados de expotier~.nuestro puntos ,de Vis& 4 cual ose apoybzn l& 

~~ tiorhderaciones que se-guidamente indicamck: Ra ,~ ~’ 

~~ 
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1.s . . 

La decisión apoyada por la mayorfa favorece la declaratoria de 

inconstitucionalidad fundada en la tesis de que la exigencia de ‘. 

certificados de educaci6n ‘continuada a los Corredores’~de Seguros 

(articulo 96 ,de la Ley 59 de 1996)‘presuntamente infringe el articulo 

40 de la Constitución Nacional: 

Esta posic$n ‘afirma que exigir ,la ~constancia de educación 

continuada a los Corredores de Seguros, supuestamente, atenta 

contra la libertad de ejercicio de esta profesi6n, ya que, en opinión de 

sus seguidores, tal exigencia afecta a los Corredores que ya han 

recibido ‘su idoneidad antes’de la expedici6n,.de-la Ley 59 de 1996, 

situación que contradice el texto constitucional. 

El. fallo de mayor& ene sintesis, estima que condicionar una 

licencia :de corredor ya otorgada a la presentación periódica de 

certificados de educación contfnua vaya, m&s alla de lo que la 

COnstituci6n permite, y: que, la, cuestión relativa al mejoramiento 

acad6mico de éstos “va a,depender del interés que cada uno muestre 

en sttprofesión, toda vez que, cada profesional es libre de estudiar y 

capacitarse de la forma ‘que mejor ,le parezca y a traves de la 

institución que a bien tenga’en’eiegir” (Cfr. PAg. 7 de la decisión),. 



N” 24357 ‘~ &ceb Oficial, mihcole.5 22 de mayo de’2002 13 

II. PJuestra Posr . . . 16n DI&,&& . 

Despues de analizar el tema en discusión,‘hetios arribadõ a una 

poSicih ‘iespetuosamente disidente con el criterios de mayor& , 

porque consideramos que ‘e.1 articulo 96 de la Ley 59 de 1996, no 
< 

,,,’ 
infringe el artíctilo 40 de ~lä Cqnstitucih Nacional. Las razones qtie 

:. sustentan nuestro critkrio son las siguientes: 

‘~ 1. El articulo 40, de la Constitución Nacional establece en ‘su 

párrafo primero lo siguiente: 

‘“Toda persona es libre ,de ejercer 
cutilquier profesión u ofho SUJETA A LOS 

GLAMENTOS OUE ESTABILEZCA LA 
LEY en lo ‘relativo a IDONEIDAD, I 
moralidad, previsión, seguridad sociales, 
colegiachh, salud pública, sindicación y 
cotizaciones obligatorias”.. (el destacado es 
propio? 

2. El artículo 96 de la Ley 59 de 1996 ,reglamenta entre otras 

‘actividades, la profesión de corredor o productor de~seguros. En ese 

sentido y como parte dey los rtiquisitos de IDONEIDAD profesional 

exigible al Corredor de Seguros, el Legislador instituyó la necesidad 

de que , el respectivo profesional en el corretaje cumpliera 

periódicamente con el deber de presentar certificado 4-e educación 

continuada, con,forme lo estipulara, el Consejo Técnico de Seg,uW 
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“ .’ . * 09 EII consulta con los diferentes gremios . 

3. La finalidad de esta exigencia profesional es evidente: 

,Lograr, ,en bk$ício del, ptiblico consumidor de ,segurok, la 

prtifesionalización e,~idoneid&l DDE ,laspersonas que se dedi,quen de 

m,odo habitual a la importante labor asignada á ‘los Corredores de 

~’ Seguros. m De c&forn&iad C&I la ~~Ley 519 de 1’996 ~1 ,Coiedor de 

‘. 
S,eguros es el “medladoti en la contratacibn que”se entabia, en@ el 

asegurado y la compaoía de seguros. Dicha Ley ey su tirtículo 86 

establece que el Corredor “en~el’ejercicio de su prof&SiCa tendrkla 

obligacihn de proteger~los intereses del, asegurado? 

4. Nada garantiza rn& la protecci6n ,de los intkreses del 

asegurado q’ue el Cor$dor se manknga ade&td&nente actualizado 

eti el cambtank y dinámico mundos de la actividad aseguradora. ola 

exigencia de educación continuada es parte’ de los Reglamentos.gue 

el Legislador ha considerado convenknte instituír para preservar 1~ 

IDONEIDAD espe&Ae en IoS Corredores de’ seguros., En ,ese 

- Xser$ido, esta .exigencia se enmarca:, dentro, del rkdio de acción 

expresamente permitido por celo artículo ~40~ ,~~de: la ,Cofistitu&n 

Nacional y refleja eI :interés, que’ tiene eI Estado en garantizar que el 

ccrretaje de seguros ee Pakná se desarrolle en fo-a competente y 
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actualizada para beneficio de los.consumidores de seguros; : : ,~ ‘., ‘~ 

5. Exigir un nivel permanente de actualizaci6n en~el profesicnal ~:, 1~ mar 
,, 

, de corretaje de seguros, no atenta, a nuestro juicio, contra la,lilkt& ~ ‘: _, 

:de ejercer la profesión ya ~$uc,. como se ha visto’ la ‘Cot$ituci& ,:,,: ,:‘, 
~,,~, 

,instituir~ en la Ley que reglamenta dicha, lxofesión la educaci6n ,:‘~: i:~,, 

continuada como forma de ,asegurar standares de, calidad, ‘, ‘(“’ ‘,~ 

,IDON@IDAD y : competencia en el ‘servicio que ose presta al 

consumidor de seguros. 

,7. De confórmidad con la Ley 59 de 1996 la ,Superintendencia 

de Seguros y Reaseguros tiene a su cargo la responsabilidad de 

controlar, fiscalizar, supervisar y vigilar a-las “personaS naturales ” 

Q jurídicas que se dediquen,al corretaje de se&tiks”. (articulo 1) 

La, interpretación :qw propicia el fallo de mayoría en algun : modo ~: 

debilita, cierra o limita el poder-de supervisión y vigilancia que la Ley s : ~, 

le ha reconocido a la, Superintendencia de ,Seguros como autoridad, ,’ 
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sectorial encargada de reglamentar la IDONEIDAD~PROFESIONAL’ 

,, de 1os’Corredores de Seguros. ., 

~ En definitiva, estimamos~~ que la exigencia ~p$riódica de 

prese&kcion de certifiCados dey educación, continuada a los 

~Corredor@ de Seguros~knfigura una cüestión que el Constituyente, ,~ 

auto&6 al disponer que el ejercicio de cualquier profhión u &cio ; 

puede quedar ~süjeto: “A LOS RE(&AMENTOS ‘, OUE 

A LA ‘LEY, : EN JAlI ~RJ&$HVO A 

,JDOM (CI?. articulo 40~ desala Constitucion). : !~ i, 

~ LS interpretación~ qtie orienta al fallo de mayoría contradiceen 
~.. 

“, nukstro criterio las nuevas con&pciones edr.kativasquel imperan en 

‘las polfticas públicas que s~e ,reconocen fútil, Estado: de:’ hoy y que, 

<- ‘persiguen que éste no se’ margines del mejoramiento ,3Mante~ que:. 

deb@ exigirsele a profkonales @re m-es&~ sus &-vicios’ a la 

” comunidad. Este es eI: caso, en nuestra opimon, de los Corredores de 
.,, >, ‘., .,“,, , 

Seguros que tieilen::el.,lenCargo~:legal ai ejercer su profesión de 

‘) y para ,ello, resulta : 

comlwen&ble que se 14 kquiera ‘una educ&ion continuada de 

manera que se garanticWn desempefio con altos nivefes’ de: CaIidad; 
,~ 

~d&&dad y competencia 



~‘En- consideración a qtie, ,nyestro:~ ~: putito : de vista, 

infbtk&mnte Iv3 : fue ~resbaldadb vapor ¡a mayorfa ‘de l& 

,.._ 

ENTRADA W 041-01 
@elldemanode2otx) ~~ ~~~ ~~ 

,N’Oq I .O 1 DEMANDAR DE INCONSTITUCIONALIDAD pr&enthapor la Ltda. BETSY 
CORREA SANJUR en represen,hción ,de ELSA REGALADO DE LA CRUZ con- lay 
resoludón 069 de 14 de septiembre de 1995,~proferida por el GOBERNADOR DE LA 
PROVINCIA DE CHIRIQUI., 

MA& PONENTE: ALBERTO CIGARIhSTA CORTEZA ‘~ ~~ :,~ 

CORTE: SUPREMA DE JUSTICIA -PLENO- PANAMAI once (11) DDE marzo de dos rn$ 
dos (2@2).- 1 
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La licenciada, BET!IY CORREA SAN.IUR (AGUILERA-FRANCESCIII), 

actuandoenrepresentacióndelaseiíoraELSARBGALADODELACRUZ, hapresentado ,~ 

demanda, en la cual pide ‘al Pleno de la Corte ~Suprema ‘de, Justicia que declare ,,‘: 

inconstitucional la Resoluci6n No.069,del 14 de septiembre de 1995, proferida por el 

Gobernador de la Provincia de Chiriquí. 

Admitida la demanda se corrio~traslado al Procurador General de laNac@ quien ,’ ,‘, 

emitib concepto mediante su VistaNo. 4 de 19,de febrero ,de 2001, considerando que dicha 
,~ 

resoluci6n viola el artículo 32 de,l+ Constituci6hllNaci, en el que :se recoge el principjo 

de¡ Debido Proceso, por lo tanto:~solicita al Pleno de la Corte Supremade~Justicia que ,‘# 
., 

DECLARE INC~NSTITUCI~N+ LA mso~iii6~ IMPUGNADA. ‘, 

*~‘, 
CONTE NIDO DE LADEMANDA: 

Como se ha dicho, lo que’se demanda es la Resoltici6n No. 069 del 14 de septiembre ,’ 

de 1995, dictada por la Gobernacibn de la Provincia de Chiriqui; la, cual en su parte 

resolutiva establece lo siguiente: ” ,, 

“PRIMERO: Revocar la Resolución #143, del 23 de mayo de 1995, proferida 
poro la Alcaldía Municipal dei Distrito de David, quedando sin efecto 
tambi~‘laResoluc,ión #33 1 del 15 de marzo,de 1995, dictada por el Juzgado 
de Transito del Distrito de David. 

SEGUNDO: Por razón’de lo~anterior, la setlora ELSA REGALADO DE LA 
CRUZ, como única ‘responsable del accidente de tránsitos objeto de este 
prcceso, queda obligada a pagar una multa de veinte balboas ($20.00) por la 
infracción del Decreto Ejecutivo. 

TERCERO: ELSA REGALADO DE LA ‘CRUZ como responsable del 
accidente de tránsito’queda, obligada a pagar el costo de las reparaciones de 
los daIlos que ocasionó al vehículo conducido por CARLOS EDUARDO 
GALAN y ABDIEL ALTAMIRANO, lo mismo que el monto economice de 
Alas. incapacidades sufridas por CARLOS EDUARDO GALAN 
HERNANDEZ,, CELSO GUERRA, EIDY GONZALEZ, porlesiones que le 
infirió. 

MULTAR. Al seftor CARLOS EDUARDO,GALAN con $50.90 balboas por 
conducir con aliento~alcoh6lico.‘~ (Fs.45) 

Los hechos que fundamentan la misma son los siguientes: 

-P~ERO; El & 23 de julio de 1993 se dio, un accidente de tr&ito. en el 
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que posterickmente se concluyó~que el señor CARL& EDUARDO GALAN 
HERNÁNDEZ era el resp6nsable del mismo, debido al exc&o de velocidad 

:: y el estado de embriaguez en que se encontraba. Dicha responsabilidad ~fue 
declarada en primera instancia por el Juzgado de Tránsito y en ,segunda 
instancia por la Alcaldía de David. 

SEC+NDO: Luego de condenado, .el sefipr GALAN~presentó Recurso 
Extraordinario de Revisión, al Gobernador de Chiriquí; Se: prescntó~ una 
Oposición a la Revisión, ya que los juicios de ttinsito sólo deben ser 
conocidos por dos instancias, razón por’ la cual no cabe dicho iecurs&y 
muchp menos~debe ser acogido. 

: TERCERO: El fallos del Gobernador fue en contra de nuestra MANDANTE 
,~ y fue condenada a hacerse responsable por todoi los daños y perjtiiciõs que 
~’ ‘se desprendieran del accidente. En dicha res6lución,~6l señor Gobernador 

~~ solo~sanciorió al Señor CALAN con uxia multa de B/. 50.00 por conducir en : 
,~ estado dc etibri$ukz. 

‘~CUARTO: El artículo 32 de la Coristittición~,Nacional consagra Iti garantía ~ 
~~ del debido proceso. 

QUINTO: Según cl articulp 113 ~del Decreto de. Gabinete No: 160~ del 7 de 
~~~ junio dc 1993, los procesos administraiivos sobre accidentes de~tránsito en 

tiualqui~cradc sus formas, se tramitará en dos instancias; en el caso~conkreto: 
~ la primera, ~antc cl Juzgado de ,Tránsito de ~David y, ~ksegui~da, apte el 
Municipio de David. El debido proceso consiste, entonces, @qtie~ uri ~~ 
~proccso dc ,tránsito solo ‘admite dos iktanciai, sin recurso de previsión 
Cons~ecuencia del fallo adverso cmitido,por la Goben@ción, pesa sqbre rnl 

~;~ ‘mandtintc uti proceso civil en etapa de alegatos y sentencia, del cual 
rcstiltaria cl intento de obligara indemnizar por los,daños provocados~pq el 

-~accidcntc. cono base:a la sentencia dictado por el Gobernador de Ia~Provincia 
dc Chiriquí. violcntandq así el debidc proceso. 

SEXTO: Median@e¡ articulo X dc la Ley 19 de 3 de’agostc! ,de 1992, ie ‘~ 
es@lcccn las rcsolucioncs que admiten el recurso de revisión,~ellas~ Son: ” 

1~) “decisiows cspcdidas en segunda instancia fior~ ~autoridades ~, 
~~ m~liicipales en makria correccional. 

~2) “dccisioncs cxped~idas en segimda instancia por ‘ktoridades 
municipales;. Por yazon de los~juicios de policía de que trata $libro 
III. del Código Administrativo y la ley Il2 de 30 de dicìeinbre’de 
1,974. 

,Sti:PTlMO: DC lo anterior, ;sc dcsprcndc que el Gobernador de Iti Provincia 
dc~Chiriqti* no tcn,ia compctchcia para conocer de estc,caso. ~~. 

OCT?\VO: La COR’fE SUPREMA DE JUSTICIA. conocici~dc un casos 
similarcn el~quc la Licenciada Elisa Chandcck en nombre dc Sven Valdcmar 
Wagc ikrpuso recurso de Inconstitukionalidad contra el Acto dc Autoridad 

.dcl 13~dc julio dc 1994, cxpcdido’por la Gobernación d&Panamá; y una YCZ 
cokocido se ronczdió cl rcc~urso dc Inconstitucionalidad. 

~;Como normas constitucionales infringidas, SC, cita cl articulo ,~32 dc IU 
Conktitucibn Yacional. 
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La violación de la norma ose sefiala asi: 

*;ARTkULO 32: “Nadie si~juzgado sino fir autoridad 
competente y conforme a los trámites legales, ni más de unas vez por la 
mismacausa penal, policivà o disciplinaria”. 

El Concepto ec que se estima violada esta norrnae que nuestra mtiflante fu6 juzgada 

por una autoridad que~no era comueknte para tener conocimientos sobre este caso y fiie 

juzgada mediante el trámite de un Recurso de,Revisión Administrativa que no es el legal n,i 

el debido en este caso. 

La Gobernación ,de, la Provincia de Chiriqui, acogió un’ Recurso Extraordinario de 

Revisión Administrativa contra la Resolución ##í43 de 23 de mayo dk. ~1995, proferida~en 1 

segunda instancia por la Alcaldía de David. Por lo tkíto, ,el acto que acoge el Recurso’de 

Revisión viola el artículo 32~‘de la Conkt/tución, que consagra el debido proceso, en cuanto 

al derecho a ser juzgado por atitoridad~competentk, derecho a ser juzgad6 conforme a los 

trámites IegaleQ y derecho ? no ser juzgado dos veces.por la misma causa policiva. 

VISTA DE LA PROCURADURíA: ‘., ,l 

Entre los aspectos releGantes:que indica el Procurador General de la Nación, 

podemos indicar,los siguientes,: 

,,., “II OPINION DE LA PROCURADURíA: 

“Pese a los efectos e irregularidades de forma +IC contiene la: demanda, con- 
el ánimo de no afectar el fondo de la misma, que constituye cl bcch0 de que 
“se ha aplicado indebidamente una, ley especial” que establece, la 
viabilidad de ihterposición del r%curso extraordinario, de revisión 
administrativa, liniitándola a dos (2) ireas solamente. segrin el articulo 8) 
de la Ley 19 del 3 de agosto dc 1992, que son: materia correccion4 y en los 
juicios de policia, el caso que nos ocupa, se trata de un accidente de 
t,ránsito; es deci,r, un proceso administrativo de Juzgado de Tránsito. 

Esta consideración la hago basado en. la,exposici6n del concepto de 
la violación, que como señalé anteriormente, ‘si ha sidos clara y bastante 

,grecis,o. No cabe duda’que: la ‘Gobcmaci,ón de Chiriqui, se extralimitó al 
querer hacer extensiva Ia aplicación del articulo 8) de la Ley 19 dc’ 1992, a 
un juicio de trhnsito, en el presente caso. PucS cn Dcrccho Público- 
Administrativo “los funcionarios. sólo pueden hawr lo: que la Icy 
expresamcntc les autpriza” yo no son aplicahlcs ni “‘la analogiay~ ni la 
“interpretación extensiva” de las normas de carácter público. En 
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consecuencia, el Gobernador ,110’ era competente paro acoger el tiecurso 
extraordinario dc revisih administrativa~ea un juicio de trhsito, ,en 

-donde, por ley, sólo caben dos (2) instancias. Así’ quedó sentado en la 
sentencia de: Pleno de la Corte Suprema de Justicia fechada29 de marzo de 
1996, en el caso SVEN VALDEMAR WAGE contra ~resolución de la 
,Gobemación de Panah fechada el 13 de julio de, i994 y que fue aducida y 
adjuntada al~expediente por la demandante. (R:J:, marzo, N’ 183, pág. 179) 
(f.38-42), que es un caso similar al que nosocupa. 

Por las consideraciones expuestas, CONCEPTUO que la Resoluci6n 
No. 069,del 14 de septiembre de 1995, de la Gobernac@n de la Provincia de 
Chiriqui, sí viola el debido proceso consagrado en gel, artículo 32 de la 
Constitución Nacional, por lo que solicito al pleno de la Corte Suprema de 

-. Justicia que DECLARE ¡NCONSTITUCIONAL LA RESOLUCIGN 
,’ IMPUGNADA N’069 fechada el 14 de septiembre de J995, proferida por la 

Gobemacion de la Provincia de Chiriqui. 

Honorable Magistrado, 
(Fdo.) 

(Fsi54-55) 

Lic. José Antonio Sossa R. 
Procurador General de la Nación.” 

CONSIDERACIONES DEL PLENO DE LA CORTE: 

La Corte Suprema de Justicia, ha podido apreciar, de lo expuesto en los hechos de 

cuestiona la resolución de la Gobernación de la Provincia de Chiriqui No. 069 de 14 de 

septiembre de 1995, en laque se resolvió el recurso extraordinario de revisión administrativa 

interpuesto.contra la Resolución 143 de 23 de mayo de 1995, dictada en segunda instancia 

por la Alcaldia Municipal del Distrito de David, resolviendo revocar esta última y condenar 

,a ELSA REGALADO DE LA CRUZ a hacerse responsable por todos los daños y perjuicios, 

consecuencia del~accidente de transito; hechos éstos que, según se argumenta, violentan el 

artículo 32 de la Constitución Nacional, que consagra el debtdo proceso. 

De lo expuesto anteriormente, se puede.observar que, en,efecto, el Gobernador de 

la Provincia de Chiriqui no era competente para acoger, dicho recurso de revision 

administrativa dentro de un proceso de transito, en el cual, por ley, s@lo caben dos 

instancias que previamente se habian agotado; una ante el Juzgado de Transito y la segunda 
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antc el, hlunicipio: de acuerdo a Lo que establece el articulo 113 del Decreto de Gabinete 

X0.160 de 7 de junio de 1993. 
,’ 

,’ Sobre el particular. resulta pertinente citar parte del ponunciamiento,emitido,por 

esta Corporación de fecha 29 de marzo de 1996, sobre un caso similar: 

“A juicio ‘de ola’ Corte, el cargo que ,expresa el demandante, ., 
atribuyendole al acto dc autoridad impugnado una violación del derecho a ser 
juzgado porjuez competente, está justiiicado, toda vez que el Gobernador Noé 
era de las autoridades que~determina especificamente la regulación especial 
sobre procesos administrativos ~por accidentes~ de transito. 

Igualmente, el acto impugnado, al admitir el recurso de revisión 
administrativa en relacion con el proceso de tránsito, se esta apartando y 
excediendo el debido trámite legal’que; al efecto,‘establece la reglamentación 
especial sobre la material 

Esto es así, pues lo que ,regula el reglamento de Transito Vehicular, 
mediante el~Decreto Ejecutivo Ny 160 de 7 de junio de 1,993, no es igual a lo 
preceptuado por la Ley 19 de 3 de agosto de 1,992; en base ala cual se dictó 
la resolución atacada. 

En tal sentido, la norma REGLAMENTARIA contenida en el citado 
Decreto, en cuanto,a lacompetencia dentro del proceso de tránsito, determina 
claramente, en su artículo ~113, las dos autoridades a quienes corresponde4 
el conocimiento de,la primera y segunda instancia, al igual que del Recurso 
de Apelación. Siendo ésta,s los Jueces de Tránsito y cl ,Municipio 
correspondiente., : 

Mientras lo que crea y regula la Ley,~l,9 de 1992 es otro medio de, 
impugnación, éste de carácter extraordinario, cuyo conocimiento es atribuido 
a una autoridad distinta a lasque menciona el citado reglamento y.~para los 
supuestos taxativamente enumerados~en dicha ley. 

~, ,’ . . . . . . . . . . 
El Pleno aprecia que lp dispuesto por la ley no revela un contenido 

o expresiones que den lugar a algún tipo de interpretación por analogía, ya 
que el texto de ambos artículos es muy claro., Sin embargola duda sobre lo 
expresado en el,‘citado artículo 8 con relación a este caso, manifiesta en el 
libelo del presente, recurso ‘de inconstitucionalidad, parece recaer 
fundamentalmente ‘en si.,4 proceso por ,accidente dc transito puede 
considerarse incluido: en los llamados “‘juicios de policía”,, a que ‘alude el 
Libro 111 del Código Administrativo y la Ley N” 112 de 30 de diciembre de 
1974. ,, 
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Sin embargo, desde 194 1, cuando se dicta el primer decreto ejecutivo 
regulando el tránsito vehicular, y hase ahora, cuando rige el Decreto 160 de 
1993,lOs procesos administrativos Sobre accidentes de tránsito (articulos 113 
ti, 125), han sido procesos distintos de los procesos correcciónales que regula 

‘el Código Administrativo en el Título V bajo la denominacibn de 
PROCEDIMIENTOS, quecomprendelos artículos 1708 a 1745, aun cuando 
no dejan de ,tener algunas, particularidades en común. 

. . . . . . * . . . . . 
El artículo 8’ de la Ley en referencia establece el ‘recurso contra _ 

decisiones expedidas en segunda instancia por autoridades municipales en 
materia corrkcional o por raz6n de los juicios de policia de que trata el Libro 
III del Código Administrativa y la Ley 112 de 1974. 

Se aprecia que este texto se refiere: 1) a los procesos antes 
mkionados regulados por los artículos 1708~ a 1745 del Código 
Administrativo y 2) a los procesqs regulados en la Ley 112 de 1974, de cuyo 
texto se deduce claramente que no se refiere a los procesos por accidentes de 
tránsito. 

No obstante el carácter policivo que se atribuya a IoS procesos por 
accidentes de tránsito, hay que señalar que son ESPECIALES, por lo que 
debe concl&se que el recurso de revisión administrativa no se ha creado 
para esos procksos. 

1. . . . . . . . . . . 
(Fs.39-42 de este, expediente) 

Finalmente,, la Corte comparte el criterio del Ministerio Público, al considera que la 

cuestionada Resolución No. 069 de 14 de septiembre de 1995 vulnera el articulo $2 de ia 

Constitución Nacional, ya que la viabilidad de~la interposición del recurso de revisión 

administrativa, se limlta a dos~áreas, que ,son: 1) contra decisiones expedidas en segunda 

instancia por autoridades municiprdes en materia correccional; y, 2) contra decisiones 

expedidas en segunda instancia por autoridades mtinicipales, por razón de juicios de policía 

be que,tpta el Libro III del Código Administrativo y la Ley N’1~12 de ,30 de:diciembre de ,~ 

1974. ~, 

En, el caso que nos ocupa, la Resolución impugnada ,en revisión no trata sobre un 

juicio de policía, regulado en los articulos 172 1 ea 1730 del C@igo Administrativo, ni se 

refiere a la materia correccional que regula dicho Código de los artículos 1708 a 1720, sino ..’ 

que, recae sobre un proceso de tránsito, regulado en el Decreto No160 de 7 de junio de 1993, 

del articulo 107 al 125, en consecuencia, I¡O es de aquellas contra las celes cabe ese 
d-~ 

extraordinario ~recurso siguiendo lo que establece el artículo R de la Ley 19 de 3 de agosto 
r 



de 1992. Infiriendose, por ello, que el Gobernador de la Provincia de Chiriqui se extralimitó 

. 
al acoger y resolver dicho recurso por,no tener competencia. 

Considerando, los, hechos arriba ,expuestos y que fundamentan ,esta accibn 

constitucional, la Corte pasa a dtctar, la’ resolucibn correspondiettte: 

‘Por lo antes expuesto, iaCorte Suprema de Justicia,,Pleno, administrando justicia en 
,, 

nombre de Ia, República y por autoridad dey ‘la Ley, ,DECLADA QIJE ES 

: ~INCONSTITUCIONAL~la resoluciónNo.u69 de 14 de septiembrede 1995, dictada por,la 

Gobernación de la Provincia~de ,Chiriqui, por transgredir el artículo 32 de la Constitución 

Nacional. 

Cópiese, notifíquese y publíquese en la Gaceta Oficial ‘1 ” 

‘, MAG.~ALBERTO CIGARRUISTA CORTE2 !~,~ 

NIAG. ROBERTO E. GOI4+LEZ R. : : MAG. FIOGELIO, A. FABREGA 2. 

~: MAO. JOSE MANUEL FAtiNDES~ ‘; ,,; ,MAG., ARTURO HOYOS ,,; 

MAG. CESAR PEREJRA~BU~OS ,’ MAO. WINSTDN SPADAFORA FRANCO 

u. J& &+&fitj ,’ ~1 ,’ ~: ; .MAG. ADAN ARNULFO ARJONA~ 

‘, ~,’ LCDA.YANlXSAY.YUEN ” 
,’ SbcretarIa General Etirgada~ 

~ MINISTERIO &&GOBIERNOY JUSTICIA : 
DECRETO EJECUTIVO NQ 124 ‘~, 

(Lfe21demayode2002~ 

‘, ‘%r gel cüal se~~e&&enta iii Ley No 6 de 22 de’etiero de 2002 

Quf’ la Ley N” 6 de 22 de! enero de~JOO2 Idicta normas para 1~ transpareticia’ en la 
,ge$ón pública, establece 16’ acción de Hábeq Data y dichz otras disposiciones. ~ 
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Quë de ‘&nfqrmidad con 1; &tabie&ío en el humeral ~14 del ~aitículo 179 de la 
Co&@i6n~ Política,- & atribución del Presidente’ de ,la República con la 
pa~rticit>ación del Ministro respectivo; reglamentar las Leyes que lo requieran para 
su mejoi cumplititknto, sin~apartarse. de su texto ni de SU espíkitu. 

Que en aras dey facilitar 1~ ap&aci& de la Ley N” 6 de 22 de enero de 2002, es 
convenitinte, que gel Órgano Ejecutivo expida la rt$ament&ión tiorresp&diente,~ 
pare ,garantizar el bjkkicio del’derecho de libertad de: información, y preservar ,~ 
‘principio? fimdamentaks conio~,el de acceso público,y pul&idad, que caracterizan 
a 10s gobiern,os de&crá&oS. 

DECRETA: ~~~~ :R bubi 
.~ : < 

ARTICJJLO 1. ola presen@regi&n/aciók tie&e la fitialidad,de establecer los, ~~ 
~tneca+m~s administrativos necesarios para facilitqr: ea los particulares, el ~’ 
ejer@ci@~l derecho de libertad cies infortiación consagrtido en 1a~~Ley h@ 6de 22 
de’ cIlc;tq 4e 2002, gararttizande’asíla transparencia:en io&s, las @tuaciones de la i ,~ : :~ 
admiriistración plíblica. 

.ARTICULO2. Laso disposiciones~ r-eglamentarias &@b/ecidas en el prisente 
Dec&t~~ ~pern+t& al público en general, obkner y’: participar’ directa e 
~mdir&ta+en&’ bajo los? principios de publicidad: y ,de acceso público, a las 
@tiorles que desarrolla l¿xadministraci& pública. ~~ ,,~ 

@Tl~&JIAI 3. ~’ Lay uplicaeió~ del, ~p?tisente Decrtk ~será de obligatorio 
cumplin~krrto para todas las lnstitucion& al qtie se refieres el numeral 8 del a~riículc5 
1 de la Ley N”~6 DDE 22 de et¡&% de 2002:: 

ARTICuL0.4. ~‘Toda solicitudque sen haga cqn fundatiento~en la Ley IV? 6 de 22’ 
de enero de 2002, sc dirigird al ~titular de la institución públicti respectiva~o a su 
representantes legal. 

Tratándose d<~ una persona jurídica, la ~solicitud deberá efectuarla el 
repre.&tt&te, legal, upara lo~cual deberá aportarse la certificación del Registro 
bíblico ~qrre acredites tal’cokdiCióni 

ART?XJLO 5. La ‘infortnación sobre un servidora públitio, contenida ~kn el 
‘expedie@t~ personal o el registro individual que reDoS4 en la Oficina Institucional 

~” de R&rrsos Huñtanos o: las oficinas de personal,’ y qu&o$iene ‘la docum&ación 
relativa al IaS acciones de recursos humanos enumeradas, en el: artículo 70 de la 

1~ Ltiy NY 9 de 20 de junio de l99?, atiene carácter cor$idencial. 
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~,La ,confidencialidad ,& ~ningún caso afectará el derecho que’ tiene todo 
setiidor públic0 a obtener su hfortiaci& personal; 

.,, 

ARTICU$O 6; El acce+ a la ‘inforinación contenida en ~1 expediente que sc le 
levante a un ,servidor público; sometido a una investigacibn por la’ supuesta . 
comisión de una falta,,administrativa, se regirá por lo &tabkcido en el artículo 70 
de la Ley W JS de 2OO0, n&ifcado por el artículo 1, de la Ley N” 45 de 27 de 
noviembre de 2000. ‘~ 

,,,, 
ARTICULO 7. El servidor 0 exservidor público que s&cite corregir, hdna~ 
infqhnaciótr incorrecta, irrelevante, : incompleta o desfa.+&, de su arc&ivo,~, 
registro o expediente sue, mantenga Euna,, institución pública, debe presentar la 
peticiórr’ anik el servidor ~$bli& ehcargado ‘de ,la oficina & donde reposa el 
akclrivo, registro o expediente respectrvo, ‘acompatiada de la documentación que’ 
susteiita su petición. 

En estos CasOs, se obhervhk’ el’procedimiento admini.$rativo contemplado 
en la’~Ley Ilr’38 de,31 de juliti~de 2000. 

ARTICULO 8. 

//;:“,,7;=> 
Para ;los efectos del ,artí(ulo ll de la Ley ND 6 de 22Je’ ionero.de..:;:, ., 

_~ .~.. ,.. .‘“,\ ~ 

2002, ei persona interesada aquello Que tiene relación directa con la:itiformac’& ,, / ‘1 
que solicita. Bp 

ARTICULO 9. Las personas: interesadas en ,obtener la información descrita & 
el artículo II de ‘la Ley N”,6 de 22 de enero di 2002, deberán‘ dirigir su solicitud a 
lti initituci+n respectiva? quien pafa tales efectos tomará en consideración lo 
dispuest0 en el artículo 5 IdeIeste Decreto., 

,ARTICULO’jO . La clasificación de tina información cemo,de qcceso restringido 
compete al titular de ld institución pública respectiva, o al servidor público en 
quien éste,,expresamente delegue tal atribución, la que deberá hacerse en forma 
expresa sobre el mismo docut+ento, con indicación de la fecha; nombre y firma del 
servidor público responsable de tal clasificación. 

,MTICULO ll. Se’ ~ex&ptúa de :loo’ &tablec&io en el ~ar[ículo anterior, la 
información que se encuentra, califcado como de r;eserva 0 ticceso resiritzgido en 
‘otras ~~isposicio;les ,legales vigentes. ,:, ‘, 

ARTICULO 12. Los expedientes #‘, &ím&s~~ativos de carcfcthr reservado, -se : 
regirán p¿w las norMosJ + ‘acceso e @forwtacihi estableci&s en ltis~ Leyes que 
rig&la :mäteria. 

; ART&XJcO 13. En &i.sq de que ~&t$&&a&# shicitada ka requerida :de ” 
\ _, ~~~ 

‘: 

., 



~~~ 
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manera ‘certificada, el peti&na& dehd cuh$ir con las fom&da&s i ~costo~ L., 
establead@ en las disphiciones leg¿ales que rigen, la materia. 

‘~ En este sentido en cuanto a las formalidades se aplicará Jo dispuesto en el, ~~ ~’ ‘,‘~~ 
ynleral 1 íd@ arthlo 960 del Código Fiscal;~ j en 10 Irelativo a los costos &n~ el j 
wmeral 1 del artículo 341 y Fumera 2 ,del artículo 960 del Código Fiscal.~ 

ARTICULO 14. Cada itis+u&n elaborará los formularioi~ necesarios ‘bara’ 
solicitar la ~irzforniación detallada len el artículo 9 y en lqs. cuatro primeros 
ntimt+ales~del artícuh 10, ambos~ de la.Ley Nu 6 de 22 de enero~@e 2002.‘~ ~~ ~~ 

,.~ 

Dichos formularios deberán ~contener cornó ?nír$mo, alo &+ialado en el ~~ 
articulo 6 de la Ley~ó,de 22.& enero de 2002, en concordancia con el artículo 4 de ~~ 
este reglamento, las reglas de procedimientos yola dirección; departamento,, oficina 
0~ sección ,respoizsable de la informpción. 

,~~ 

Esto.7~~ fochularios estar& :a~ dispqsición del ~@íblico eti la. institución: :~ 
correspofldlente. ., ; 

ARTICULO 15. De acueido’a lo establecido en el Parágrafti~~dcl artículo 25 de ; ,~: Im 
la Ley N” 6 de,22 de enero de 20@, antes de la c$ebra$óh de ci.@squie~ &h%h 
~actos~,administrativos sujetos a participaci@ ciudadana, las-i~~~~iitucion~~~kli~~~.~~~~,;~~, ~, ,:%&: \;t. ;. 
dchcr@~ publicar con s@jicierite antelación, en dos (2) medios escritos DDE 
circulación nacional, por una sola 0; un tiviso que contendrá-como mln@o lo ‘~ 
~siguiente: 

~~ 1. IdtG~tificaciórt del acto. ! 
2. Modalidad de partihpacih 
_ . z Plazo para que los ciudadanos ,yJo organizacitines sociales presenten 

sus opiniones, propuestas 0, sugerencias~ ~, 
4. Fecha, lugar y Itora en que se celebrará la m@alrdad de participa@& 

. 

seglín corresponda. .~ ._ 

, 

ARTICULO, 16. ,~ El presente Decreto entrará a regir a partir de su promu~g&ón 
en la Gaceta Oficial. 

~~ 

PUBLiQUESE Y CU&#PLASE< 
, 

MIREYA MOSCOS0 ANIBAL’SALAS CESPEDES : 
Preeldenta de la Repúbllca Ministro de Gobierno y Justicia 
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MRECClONj NMONAL DE YIDRADIONY NAlURAUZAClON 
RESOLUCION W209 

~, 

(a7d4mayoiIdooz) 

U’.P@EIhENTA DE Ltt REPÜRLICA, 
ealmedesuatheuNa&alegale& 

CON&DJW4NDOz 

~~MJRNA ‘KI-JALJL BAIDAR BAMMGUD, ‘con nacionalidad LIBANESA, mediante 
apoderado legal, solicita aJ @atio ‘Ejecutivo, por conducto del Ministerio de Gobierno y 
Justicia, ‘que se le conceda ,CARTA ‘DE NATURALEZA, de. conformidad con lo que 
estabkcc el Grdinal lo. del ~Artículo 10 de la Constituci6n Politica y la Ley 7a del 14 dc 
rlxumde 1980. \, 

Que a la solicitud se acompafIan los si8uknte.s documentos: 

a) Ci Declaraciones Extrqjudiciales de testigos, tendidas aute ei, Juzgado ,Primero del 
Cito Judicial de Colón, Ramo Civil, donde establecen que conocen a la peticionaria 
y que ha residido en el pats por nnB de cinco afíos. 

b) CertiBcaci611 expedida por la Direcci6n Nacional de Migración y Naturaliza&n, donde 
consta’que la peticionaria obtuvo Permiso Provisional de Petmanencia, autorizada 
.mediante Resoluci6n No. 10.587 del 20 de octubre de 1995. 

c) Certificaci6n expedida por:’ la Direccibn Nacional de C&laci6n, donde consta que la 
peticionaria, obtuvo C6dula deIdentidadPersonal No. E-8-77838. 

. 

d) Certificaci6ndel Historial Policivo y Penal, expedido por el Director General de la 
Policfa T6enica Judicial. 

e) Certificado de Buena Salud, expedido por el Dr. Pedro Pinilla Chiari. 

f) Fotocopia autenticada del pasaporte, a nombre de la peticionaria, donde se acredita la 
nacionalidad. 

8) Copia de la Resoluci6n No. 360 ,del 18 de diciembre de 2001, expedida por, el Tribrmal 
Electoral. 

h) Jnfbrme rendido por el Director de h@ra&n, donde indica que la peticionaria cumple 
con lo preceptuado en el Articulo 7 de la Ley 7 del 14 de marzo de 1980. <,.> 

REti MIRNA KHALlL I-+D#t Hi’ibdbío~,~ 
NAC: LIBANESA 
CED: E-8-77838 

Y envirtud de que se han cumplido todas las disposiciones constitucionales y legales que 
rigen sobre la materia. 

RESUELVE 
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EXPEDIR CARTA DE NA- A a favor, de MIRNA KHALIL HAIDAR 
HAMMOUD 

REGISTRESE Y COMUNIQUES’E 

‘MIREYA MOSWO ANIBAL SALAS CESPEDES 
Presklsnts de la Repirbllca Mlnlstro de Gobierno y Justlcla 

RESOLUCION W 210 
(Dal2demayode2002) 

LA PRESIDENTA DE LA BEPUBLICA, 
ea IMO de Sus facultaddar legak, 

CONSIDEBANDO: 

Que. FARIO ISSA OMAR, con nacionalidad COLOMBIANA, mediante apoderado 
legal, solicita- al Organo Ejecutivo, por conducto del Ministerio de Gobierno y 
Justicia, que se le conceda CARTA DE NATURALEZA, de conformidad con lo’que 
establece el Ordinal lo. del Articulo 1~0 de la Constitución Politica y la Ley 7a. del 
14demarzode1980. 

Que a la solicitud se acompañan los siguientes documentos: 

a) ~Cjtrc& Declaraciones Extrajudiciales de testigos, rendidas ante el Juzgado 
S&I del Primer Circuito Judicial de Panamá,~ Ramo Civil. donde establecen 
que conocen ial peticionario y que ha residido en el país por más demcinco 
años. 

b) Certificación expedida por la D/recckn ‘Nacional de Migración y Naturalización, 
donde consta que, el peticionario, obtuvo Permiso Provkional de,Permanencia, 
autorizado mediante Resuelto No.22154 del 14 de abril de 1992. 

c) Certificación expedida por Ia. .Subdirección Nacional de‘ Cedulación, donde 
consta que el peticionario, obtuvo Cédula de Identidad Personal No.E-8-61410. 

-. 

d) Certificación del Historial Policivo y’ Penal, expedido por el Director General de 
la Policía Técnica Judicial. 

e) Certificado de Buena Salud, expedido’por, el Dr. Eduardo A. Pitti. 

f) Fotocopia autenticada ;del pasaporte, a nombre de el peticionario, donde se 
acredita su nacionalidad. 

g) Copia de, la Resolución No. 156 del 4 de, mayo de 1999. expedida por el Tribunal 
Electoral. 

h) Iriforme rendido por el Director de Migración, donde indica que el peticionario 
cumple con 10~ preceptuado en el Articulo 7 de la Ley 7 del 14 de marzo~de 1980. 
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REF: FARID.ISSA OMAR : : 
NAC: COLOMBIANA 
CED: E-8-61410 ~,’ 

Y en virtud de que se han cumplido todas lasdis@ciones consti;ucionales’y’legales~que 
rigen sobre la materia. 

~~ RESUELVE 

EXPEDIR CARTA DE NATURALEZA ,a favor de FARID ISSA OMAR. 

‘, REGISTRESEY COML!IQUESE : 

MIREYA MOSCOSCr ANIBAL SALAS CESPEDES 
Preeldenla de ta República Mlnlatro da Gobterno y Juatlcta 

RESOLUCION W 211 
(De 12~de~mayode2002) 

LA PRESIDENTA DE L.+ REPUBLICA, 
eo uso ,de sus facultades legales, 

~ ~. CONSIDERANDO: ,,~ 

Que, HUI XIANG REN’con nacionalidadCHINA, mediante apoderado legal, solicita al 
Organo Ejecutivo, Por conducto del Ministerio de Gobierno y Justicia, que’ se le conceda 
CARTA DE,.NATURAL@A; de conformidad con 110 que establece gel Ordinal 10. del 
Artículo., IO de la Constitucion Política y la Ley 7a. del 14 de marzo de 1980. 

Que a la solicitud se acompaiían los~siguientes documentos: 

a) Cinco Declaraciones Extrajudtctales de testigos, rendidas ante gel Juzgado Segundo del 
Primer Circuito Judicial de Panamá, Ramo Civil,, donde establecen que conocen a 
la Peticionaria y que ,ha~ residido en el país Por más de cinco años. 

,b): Certiftcación expedida I& la Dirección NacionalIde Migraciõn, donde consta que la 
peticionaria, obtuvo ‘Permiso Provisional de Permanencia, autorizado mediante Re- 
s,uelto No. I9734,del 7, de enero de 1992. 

c) ~Certiticación~expedida por’ la Subdirección Nacional de Cedulación, donde consta 
:que la peticionaria obtuvo, Cédula de Identidad Personal No. E-8-60657. 

‘: 

d) ;Certilicación del Historial ,Policivo y Penal, expedido Por el Director General de la 
PolicíaTécnica Judicial. ,:~: 

,, 

e) ‘Certificadode BuenaSalud,‘expedidopor el Dr. EuclidesVergara. 
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,t) cotocopia autenticada dèl pasaporte, a nombre 6: la peticiontgia, donde se acredita su 
nacionalidad,: 

g) Copia de la Resoluciósl No.323 del ‘4 de diciembre de 1998,~expedida~por el Tribunal 
Electoral. 

h) Infortk rendido por el Director de Migación, donde indica que la peticionaria cumple 
con lo preceptuado en el Articulo ‘7 de la Ley 7 del 14 de marzci de 1980. I 

~ :‘~ 

REF: 1~1111 XIANG &N 
NAC: CHINA 
CED: E-8-60657 

Y en $riud~ de que se han cumplido todaslas disposiciones constitucionales y legales que 
rigen sobre la materia. 

RESUELVE 

EXPEDIR~CARTA DE NATlJRALEZA,afgvÓr de HUI XIANG RkN. 

REGISTI&SE Y COMUNIQUESE 

YIREYA MOSCOS0 
Preeldenta de la Repúbllca 

- \ 

ANIBAL SALAS CESPBDES 
Ministro de Gobierno y J@cla 

RESOLUCION N* 222 
(Ds 13 de ma$ede 2002) 

LkPRESIDE~ADELAREPUDLICA,~ 
.’ eaa~desasí+kadeak&ea, 

1 ,’ 

~C~NSIDE~~DO: . 

Que, GUSTAVO ZOILO ARCE CHAvJ3.Z con nacionalidad PERUANA, mediante ,440 
legal, solicita al 6rgano Ejecutivo, por conducto del Ministerio de Gobierno y J@cia, &e se le 
conceda CARTA DE NATURALEZ& de cõnfnmidad gm, lo que establece el Ordinal 10.~ dci 
Artículo 10 de la~Constitución Política y la Ley 7a del 14 de maizo de 1980. 

Que a la solicitud~se acomp&an los sigui@zs documentos: 

a) Cinco Declaraciones Extrajudiciales de Testigos, rendi&s ante el Juzgado Segundo 
del Primer, Circuito Judicial de Panam6, Ramo Civil, donde establecen que cpnocen al 
peticionario y que ha residido en el pals por rn&, de cinco aftas. 

b) tirtificac& expedida por la Dirección Nacional de Migrkión y Naturalización, donde 
consta que el peticionario, obtuvo Pe.rmiso provisional de Pkmanencia, autorizpda 
medianteResolución No.27.009 del 1 de diciembre de 1,992. 
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c) Certificación expedida pOr, el Direcci6n Nacional de Cedula&n,~ donde consta &e el 
zpeticiotiio, obtuvo -ula & Identidad Pwual No. E-8-64107., 

/ y d) Certifkaci6n del Historial.,Pqlicivo y Penal, expedido por el~Dk&r General de la 
” Policía Tknica JudiCi~. - .., ,~ 

@ certificado de Buena S+hd, expedido por el Dr. Moi& Moreno, Tartk 

‘t) : Fot&opiB autenticada deI :Mo&, a nom& del peticionario, donde se acredita la 
nacionalidad. 

g) Copia ,& le Resohici6n No.089~del 3 de &ril dc 2001, expedida &r el Tribunal 
~ -Electoml. 

h), Informe rendido por el ,Dinzctor de MiSración’. : i4 Irde, indica’ que el peticionario, 
fmmple cm lo preceptu+jg@ Art$ulo 7 de !a I,s!> i del Kde marzo + 1980. 

REF: GUSTAVO ZGLO,&CE CHAVEZ 
NAC:, PERUANA ,: . 
CED: &8-64107 

Y en virtud de que Se hti c~plido to+s las disposiciones con&ucionaks y legales quk 
riggIsobrelamateria 

RE~~SUELVE ;~, ” 

EXPEDIR CARTA @ NATURALEZA a favor de GUSTAVO ZOILO ARCE CHAVEZ. ,, 

REG&TRESE Y COMUNfQUESE 
MIREYA MOSCOi ANIBAL SALAS CESPEDES : ~. 

Pmstdenta de la Repriblka Mintotti de Goblerno y Sustlcla 

Iwso 
Para dar cumpli- 
miento~a lo que ssta- 
blaoe el ArtkxJlo 777 

‘del Codigo de Co- 
mermo, por este 
medio notifico~ al . 
púbhco en general 

,que he’vendido el 
negocio denominado: 
“BLOQUES GON- 

: ZALEE”, ubicado en 
La Pasera, distñto de 
Guarare, provincia de 
Los Santos, ,que 
opera con et ‘registro 
tipo industrial N* - 
0056, expedido por el 
Ministerio de ,Co- 
mar& e Industrias. 
al sefior CELESTIRO 

VILLARREAL, con negcciodshominado: 
cedula NP -7-57~841,, “CAFE EL TABLE- 
a partir de Rfecha. Rol’, ubicado en 
Las Tablas, 13 de Calle,12 de Octubre, 
~yoc&m2. ciudad~ de Las Tablas, 

BOLIVAR DANIEL ~, provincia de Los 
GONZALEZ S,antos, que opera 

Cedula: 7-79-68? con la L.icencia tipo 
L- 482-183-56 : “B” Np -18178, expe- 
Tercera pubkaci6n dtda por el Ministerios 

DDE Comercio e 

AVIFO : 
tndustrias, al señor 
‘C E, L E S 1 I N 0 

Para dar cumpli- DIODORO VALDES. 
miento a lo que VALDES, con cédula 
establece’,el Artfculs ,’ NP -10-704-l 355, a 
777 del Código de ,partir,de la fecha. 
Comercio, por este Las Tablas, 15 de 
medio notifico al mayo de2002’ 
público en general ,~ MANUELA. 
que he traspasado el GONZALEZG. 

I 

Cédula: 7~38-386 
L- 482-261-61 
Tercera publicación 

AVISO 
Bajo el Artículo 777 
del C6digo ~,de 
Comercio yo JOSE 
ALI RO’DRIGUEZ 
MOCK, ‘~ varón. 
comerciante, mayor 
de edad,~ propietario 
del negocio comercial 
denomi’nado 

~RESTAURANTE Y 
REFRESQUERIA 
NUEVO ,‘~ SANT& 
RITA ,ubicado en 
Santa Rita local NP 1 
Sabanitas,~ tipoy B NP 

15375, expedida el 8 
de octwbre de 1988 
solicito que se 
traspase el negocio 
antes mencionado a 
la Sra. ~TEODORA 
CASTILLO DE 
YANGUEZ, con 
ceduk de identidad 
personal Np~,3-87- 
566. 

TEODORA 
CASTILLO 
YANGUEZ 

Céd. 3-87-566 
JOSE,ALI 

RODRIGUEZ 
MOCK ~ 

PE-l-778 
L- 482-203-27 
Segunda publicación 


